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    Introducción


    Los derechos humanos en un mundo desigual: nuevas prácticas y narrativas sobre justicia social desde el Sur Global


    César Rodríguez Garavito


    En un texto de comienzos de los años ochenta, Amartya Sen escribió que “no es sorprendente que en la historia del mundo nunca haya habido hambrunas en las democracias” (Sen, 1982). Al comparar la ausencia de hambrunas en la India de la posindependencia con las decenas de millones de muertes durante la hambruna en China entre 1958 y 1961, Sen concluyó que la diferencia crucial fueron las instituciones democráticas como los derechos humanos, la prensa libre y las elecciones regulares. Si incluso una pequeña fracción de las muertes en China hubiera ocurrido en la India, asegura el autor, “habría causado inmediatamente una tormenta en los periódicos y un malestar en el Parlamento indio, y el gobierno de turno ciertamente habría tenido que renunciar”.


    Treinta y cinco años después, Sen es menos optimista sobre el potencial de la democracia y los derechos humanos para resolver otras injusticias radicales. Como plantea en su libro más reciente, “aunque el diálogo democrático ha tomado la prevención de las hambrunas como un compromiso social, esto todavía no ha ocurrido con el hambre persistente y la desnutrición crónica, ni con el analfabetismo continuo ni con la falta masiva de servicios de salud elementales” (Sen, 2015). Dicho de otro modo, las herramientas democráticas y los instrumentos de derechos humanos resultaron insuficientes para evitar formas extremas de marginación.


    Tampoco bastaron para conjurar la desigualdad. Si bien los derechos humanos fueron fundamentales para visibilizar inequidades basadas en factores como el género y la identidad étnico-racial, está claro que coexistieron con la permanencia testaruda de desigualdades socioeconómicas. Es más: el aumento de las brechas socioeconómicas en las últimas décadas –vinculado a factores como la desregulación neoliberal, la globalización y la automatización del trabajo manual– sirvió de fermento para el ascenso de los populismos autoritarios que hoy tienen en jaque a las instituciones y narrativas de derechos humanos en todo el mundo.


    Frente a esta realidad, el debate sobre el presente y el futuro de los derechos humanos se dividió en tres posiciones. Un primer grupo llegó a la conclusión de que las normas y estrategias de derechos humanos simplemente ignoran la desigualdad –o no sirven para contrarrestarla–, en especial la económica (Moyn, 2018). Por esto, y por el declive del orden geopolítico de la Pax Americana que les servía de base, los derechos humanos, según estos críticos, están “en sus últimos tiempos” (Hopgood, 2014).


    Una segunda posición es la defendida por analistas y activistas que creen que la desigualdad creciente no condena a los derechos humanos, porque la redistribución de recursos incumbe a movimientos por la justicia social, no al movimiento de los derechos humanos. Desde esta perspectiva, las normas de derechos humanos son útiles para proteger libertades civiles y defender a los individuos ante abusos estatales. Incorporar derechos sociales y campañas redistributivas en el elenco de preocupaciones de los derechos humanos es exigirles demasiado y poner en peligro sus logros (Neier, 2013).


    Una tercera postura evita estos dos extremos e intenta una reconstrucción reflexiva del movimiento. Como he argumentado a favor de esta posición (Rodríguez Garavito, 2013a), no es cierto que los derechos humanos hayan olvidado el problema de la desigualdad, como afirma Moyn. Tampoco es realista o deseable abogar por una delimitación estricta entre los movimientos de derechos humanos y los movimientos por la justicia social, según la propuesta de Neier y también, durante mucho tiempo, de organizaciones internacionales como Human Rights Watch (Roth, 2004). Entre ambas posturas se encuentran las ideas y las prácticas más promisorias contra la desigualdad. Activistas, académicos y tribunales de países como la Argentina, Colombia, India, Kenia y Sudáfrica han desarrollado concepciones robustas y eficaces de los derechos sociales (véanse, al respecto, Langford, 2009; Rodríguez Garavito y Rodríguez Franco, 2015). Organismos internacionales de derechos humanos como los comités y las relatorías especiales de la ONU, la Comisión Africana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana están dándoles contenido a los derechos sociales y culturales, a iniciativa de movimientos sociales y ONG. Y en un abanico de casos que va desde campañas para limitar las patentes y promover el acceso a las medicinas en Sudáfrica, hasta la regulación de las cadenas de producción y distribución de alimentos en la India, los actores y herramientas de derechos humanos han contribuido a movimientos sociales más amplios contra la desigualdad y el mercado desregulado. Todo esto sin diluir la idea de los derechos humanos en la de justicia social, ni debilitar los derechos civiles y políticos.


    Pero el aumento de la desigualdad y el ascenso de gobiernos populistas autoritarios dejan en claro que todavía hay mucho por hacer. Para eso, es fundamental documentar, reflexionar y aprender de la multitud de esfuerzos de activistas y organizaciones del Sur Global que vienen trabajando contra formas diversas de desigualdad, y que tienden a ser ignorados tanto por los críticos como por los defensores de la tradición clásica de los derechos humanos. Y este es precisamente el objetivo del presente libro: recoger y valorar la diversidad de esos esfuerzos, contados de primera mano por activistas que trabajan contra desigualdades de todo tipo en países tan disímiles como Rusia, México, Argentina, Líbano, Brasil o India.


    Narrativas anfibias sobre los derechos humanos en el Antropoceno


    Este volumen y la iniciativa de Dejusticia que lo originó buscan promover este tipo de análisis y narrativas. Para ello, propone un nuevo acercamiento a los derechos humanos, que se caracteriza por tres rasgos. En primer lugar, se trata de una escritura reflexiva, cuyos autores son los propios activistas que trabajan directamente en las organizaciones y en el terreno, y se detienen a pensar sobre el potencial, los logros y los desafíos de su conocimiento y su práctica.


    En este sentido, el libro y el proyecto de Dejusticia que nos ocupa buscan amplificar la voz de los defensores de derechos humanos en las discusiones académicas y prácticas sobre el futuro del campo, que tienden a estar dominadas por investigaciones hechas desde la academia. En el espíritu del tipo de investigación-acción –que en otro lugar he llamado “investigación anfibia” (Rodríguez Garavito, 2013b)–, los textos combinan las fortalezas metodológicas y analíticas de la investigación académica con la experiencia práctica de los autores y las organizaciones y comunidades con las que trabajan. El objetivo es promover un nuevo género híbrido, que resulte tan robusto como relevante, y que contribuya a mantener y ampliar la ventana de reflexividad y de discusión dentro del campo de los derechos humanos y su conexión con la justicia ambiental.


    Un segundo componente del género propuesto en estas páginas y en la serie donde el libro se publica es la escritura narrativa. En parte por el dominio desmedido del lenguaje y el conocimiento jurídicos en el mundo de los derechos humanos, la escritura que prevalece es propia de informes técnicos y alegatos legales. Si bien ha obtenido logros notables durante décadas, este género les impidió a las organizaciones y a los activistas compartir y comunicar de manera eficaz las historias que viven o conocen de primera mano: las de las víctimas, las campañas, los dilemas morales, las injusticias, las victorias, entre otras. Abrir el campo de los derechos humanos a otros actores, saberes y audiencias implica contar estas historias, y contarlas bien. Para ello, los autores de los capítulos que integran este volumen se involucran en las historias, con la ayuda de técnicas tomadas de campos como el periodismo narrativo (Rodríguez Garavito, 2013b).


    En tercer lugar, las historias provienen del Sur Global, desde los países y las regiones que han sido más objeto que sujeto del conocimiento y las decisiones en el ámbito de los derechos humanos y que han liderado la inclusión de cuestiones redistributivas, a través de normas y estrategias relacionadas con los derechos socioeconómicos. En este sentido, los capítulos intentan responder a los desafíos de un mundo más multipolar, a fin de contrarrestar las asimetrías organizativas, económicas y epistemológicas entre el Sur y el Norte que le restaron eficacia y legitimidad al movimiento global de derechos humanos. Los autores y autoras de los estudios son activistas-investigadores que pertenecen a organizaciones de derechos humanos y escriben desde ese ángulo geográfico y profesional para enriquecer el diálogo global sobre el futuro del campo.


    El origen del libro


    Este volumen forma parte de un proyecto de largo plazo, emprendido por Dejusticia como parte de su trabajo internacional. El proyecto gira en torno a un Taller Global de Investigación-Acción para Defensores Jóvenes de Derechos Humanos, que Dejusticia organiza cada año para contribuir a entrenar y conectar entre sí a los integrantes de una nueva generación de investigadores-actores.


    El taller desarrolla herramientas de investigación-acción, es decir, la combinación de investigación rigurosa e incidencia práctica en causas de justicia social. Durante una semana, Dejusticia reúne en Colombia a unos quince participantes y diez instructores expertos que dirigen talleres prácticos e interactivos sobre investigación, escritura narrativa, comunicación multimedia y reflexión estratégica acerca del futuro de los derechos humanos. La idea es fortalecer la capacidad de los participantes para producir textos en estilos híbridos, que sean tanto rigurosos como atractivos para audiencias amplias. Los participantes son escogidos a partir de una propuesta de texto que se discute durante el taller y se desarrolla con la ayuda de un mentor experto durante los diez meses posteriores al evento, hasta llegar a versiones finales y publicables como las que aquí se publican.


    El taller también ofrece herramientas para aprovechar las nuevas tecnologías y traducir los resultados de las investigaciones y el activismo a formatos diversos, desde blogs, videos y multimedia hasta mensajes por redes sociales y artículos académicos. Por eso, además de los libros anuales que compilan los escritos de los participantes y las reflexiones de los instructores, el resultado del taller es un blog en español e inglés que publica semanalmente una entrada de uno de los egresados, escrita en el estilo ya explicado. El título del blog, Relatos anfibios: historias de derechos humanos desde el Sur Global, se debe a que la investigación-acción es un trabajo “anfibio”, en cuanto sus practicantes se mueven entre diferentes ambientes y mundos, desde círculos académicos y políticos, hasta comunidades locales, medios de comunicación y organizaciones estatales. Para quienes se dedican a la promoción de los derechos humanos, esto implica, a menudo, transitar dichos mundos tanto en el Norte como en el Sur Global.


    Cada año, el taller gira en torno a un asunto de actualidad práctica. En 2016, el tema fue la desigualdad y los derechos humanos, que bosquejé al comienzo de esta introducción. Además de dar coherencia al libro y al grupo de participantes, la temática determina en qué lugar de Colombia se llevará a cabo el taller, ya que este no tiene lugar en un salón de clase o en oficinas convencionales, sino en medio de visitas de campo a comunidades y sitios donde ocurren las historias relevantes para el tema de que se trate. Por ejemplo, en 2016 el taller tuvo lugar en la ciudad de Cartagena, en el Caribe colombiano, región donde se hacen patentes la historia y la vigencia de múltiples formas de desigualdad –y de iniciativas contra ellas– basadas en discriminación por raza, clase, género, orientación sexual y otros factores.


    Agradecimientos


    Una iniciativa de largo aliento como esta requiere no solo un trabajo colectivo, sino el de toda una organización. Este texto y la apuesta de largo plazo que representa es un esfuerzo institucional de Dejusticia, que involucra, de una u otra forma, a todos sus integrantes. Por el apoyo incondicional que le dieron a este proyecto, y por encarnar en su labor diaria el híbrido de investigación y acción, muchas gracias a todos ellos y ellas.


    La deuda es particularmente grande con los colegas y amigos que fueron coartífices del taller de 2016 y del proceso de publicación. En primer lugar, quisiera agradecer a Meghan Morris, investigadora senior de Dejusticia, por haber creído en la idea del taller cuando era apenas eso y por haber volcado su talento, generosidad y compromiso hacia la labor de volver realidad tanto el taller como este libro y el blog. Nelson Fredy Padilla, Claret Vargas, Eliana Kaimowitz, Meghan Morris y Tianna Paschel cumplieron ejemplarmente su labor de mentores; Krizna Gomez, Sebastián Villamizar y Camila Soto apoyaron en la edición los capítulos, y Camila Soto, Carlos Andrés Baquero y Eliana Kaimowitz fueron colegas clave en la coordinación y facilitación del taller.


    Por último, cualquier proyecto de esta naturaleza requiere de un apoyo logístico considerable, que William Morales asumió con su mezcla única de eficiencia, solidaridad y jovialidad. Durante el taller, fueron esenciales los aportes de sus instructores, y por ello reconozco agradezco el aporte de Harsh Mander, Diana Rodríguez, Tianna Paschel, Rodrigo Uprimny, Daniel Gómez Mazo, Celeste Kauffman, Claret Vargas y Nelson Fredy Padilla.


    En la fase de publicación, cinco colegas resultaron fundamentales. Morgan Stoffregen y Sebastián Villamizar fueron mucho más allá de sus deberes de traductores, y se convirtieron en aliados que nunca cesaron de enmendar errores, formular alternativas e ideas, y asegurarse de que un manuscrito polifónico se convirtiera en un todo coherente y legible. Desde la coordinación de publicaciones de Dejusticia, Elvia Sáenz acompañó todo el proceso con tanto rigor como creatividad. Tanto en este libro como en otros de la serie del taller global, la alianza con Siglo Veintiuno Editores Argentina ha sido tan fructífera como estimulante. Desde nuestra primera colaboración, Carlos Díaz, director de la editorial, ha sido un interlocutor y un cocreador ideal, que ha alentado solidariamente y alimentado lúcidamente el experimento y la apuesta que implican este proyecto. Federico Rubi acompañó todo el proceso con tanto profesionalismo como amabilidad. A los dos, mil gracias. Tanto el programa internacional de Dejusticia como el taller y el libro fueron posibles gracias al apoyo generoso y decidido de la Fundación Ford.


    Quiero terminar con un reconocimiento de la que sea quizá la deuda más grande para con los autores de los capítulos de este libro. Tanto en el taller como en lo que vino después, una vez finalizado, creyeron con entusiasmo en la apuesta por la investigación-acción que les propuso Dejusticia, y sacaron tiempo en medio de los afanes de la defensa de los derechos humanos para reflexionar, escribir, corregir y volver a escribir. Si el espacio que creamos para ellos y ellas les resulta útil para aportar a un movimiento de derechos humanos más eficaz, horizontal y creativo, sin duda este esfuerzo habrá valido la pena.
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    1. La discriminación racial contra los dominicanos de ascendencia haitiana


    Del Batey al activismo


    Ana María Belique Delba


    Como investigadora y defensora de derechos humanos, tengo una conexión muy estrecha con la situación de los dominicanos de ascendencia haitiana en la República Dominicana. No solo como defensora y activista, por mi trabajo, sino también como afectada directa. De pequeña soñé con convertirme en una luchadora social o con participar en causas justas y relevantes de mi comunidad, pero jamás imaginé que me tocaría tan de cerca y de manera tan real como la situación que viví en carne propia por mi origen haitiano. Por esta razón, en el trascurso de este escrito encontrarán que hablo en primera persona o sencillamente me incluyo en el colectivo de dominicanos/as de ascendencia haitiana que lucha por cambiar esta realidad.


    Al igual que las personas que han sido afectadas por los eventos que voy a describir, mis padres son inmigrantes haitianos. Mi madre llegó a la República Dominicana a fines de los sesenta, y mi padre, de los setenta. Se conocieron en los bateyes agrícolas del este del país. Como hija de inmigrantes haitianos, nací en un batey;[1] allí realicé mi primaria hasta el cuarto año, que era hasta donde había clases. El día a día en el batey no es fácil, pero no entendí las vicisitudes de la vida sino de grande; crecí en una suerte de burbuja, protegida siempre por los míos, pues allí la mayoría de los pobladores eran haitianos o descendientes de haitianos, a pesar de que había una diferencia marcada entre los novatos,[2] los veteranos y los dominicanos.


    Mi entorno siempre me contuvo, y por eso no era tan consciente de la discriminación por cuestiones de origen, aunque sí recibía matoneo de parte de mis compañeros de escuela: recuerdo cómo me atacaban por mi cabello crespo y la forma en que mi madre me peinaba. Aun así, la palabra “discriminación” no era todavía parte de mi vocabulario. Nunca se nos había hablado de eso ni de sus manifestaciones; si me preguntaran si alguna vez, hasta mis 17 años, sufrí discriminación, sería imposible para mí describirla.


    La primera vez que realmente me sentí discriminada ya tenía plena conciencia de lo que significaba. Tenía 24, y con uno de mis hermanos (Isidro) fuimos a la Oficialía del Estado Civil a solicitar un acta de nacimiento para inscribirme en la universidad, pero me fue negada. La forma en que me habló la oficial que me atendió me hizo experimentar el trago amargo de sentirse diferente. A pesar de mi insistencia, no conseguí el extracto de mi acta de nacimiento, pues alegaban que había que investigar cuál era el estatus migratorio de mis padres cuando nací.


    Me invadían el llanto y la impotencia por no saber qué hacer. Además, intuía que esa investigación no terminaría jamás, pues Isidro llevaba dos años en ese proceso y seguía sin respuesta positiva. Él necesitaba su cédula de identidad, ya era mayor de edad y aún no la tenía, mientras que yo sí la había conseguido, pero precisaba un extracto de mi acta de nacimiento para presentar en la universidad. De regreso a casa, en plena indignación, me dije que eso no se quedaría así; no sabía qué haría, simplemente sentía que no podía quedarme de brazos cruzados esperando una respuesta que tardaría en llegar.


    Así fue que, al año siguiente, a través de la iniciativa del Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes, se diseñó una campaña para visibilizar la realidad de los dominicanos de ascendencia haitiana a quienes se les estaba negando el acceso a su documentación a través de una disposición administrativa de la Junta Central Electoral (JCE). Isidro y yo participamos de manera activa en esa campaña y así, junto con un colectivo más amplio de dominicanos de ascendencia haitiana, se formó el movimiento Reconoci.do.[3] Soy una de las lideresas del movimiento, que es una agrupación de jóvenes dominicanos de ascendencia haitiana que luchamos por la restitución de nuestros documentos de identidad y nuestra nacionalidad, y que trabajamos contra la discriminación racial conscientes de que es el principal problema que nos aqueja por ser descendientes de haitianos, negros, bateyeros y pobres.


    La relación dominico-haitiana


    La República Dominicana y Haití son dos países en una misma isla. Después de la revolución haitiana, Haití ocupó toda la isla de Santo Domingo durante veintidós años, de 1822 a 1844. Desde ese momento se estableció un enfrentamiento entre los habitantes de la parte este y oeste de la isla: ambos lugares se han visto como un opuesto del otro. Haití aloja, según esta configuración, a negros africanos, mientras la República Dominicana se reivindica como hispana y niega sus raíces africanas.


    Fue de Haití que la República Dominicana tomó su independencia y no de España, como la mayoría de los pueblos latinoamericanos (Franco, 2014). Así, se ha arraigado un fuerte sentimiento de antihaitianismo, respaldado por la clase dominante e intelectual dominicana de la época. Para autores como Pedro L. San Miguel,


    el antihaitianismo como discurso ha hecho que lo dominicano pase a definirse frente a lo haitiano, una dicotomía presente casi en todos los niveles de la sociedad dominicana. La ideología en torno a lo nacional dominicano ha gravitado marcadamente en torno a una “otredad” en lo haitiano (San Miguel, 1997: 65-67).


    Por su parte, Frank Moya Pons señaló una distinción entre el antihaitianismo político y el de Estado, que ilustra el arraigado sentimiento en la cultura dominicana de diferenciación entre las políticas y los discursos estatales, que han capitalizado ese sentimiento e ideas para justificarse, legitimarse y fundamentar su poder (Moya Pons, 1986).


    Una diferencia marcada es cómo el dominicano ve al haitiano como un pueblo de negros esclavos venidos de África, practicantes del vudú y hablantes de creole; mientras que se ve a sí mismo como hispano, blanco, mestizo, católico y que habla español, lo que sitúa la ascendencia española por encima de la africana. Por su parte, el haitiano sabe que es negro y no pretende ser otra cosa, y mucho menos español.


    Fue durante la dictadura de Rafael Leónidas Trujillo (1930-1960) que el antihaitianismo alcanzó su máxima expresión como ideología y como política en la República Dominicana. Hubo una masacre en 1937 en la que fueron asesinados entre cinco mil y veinte mil haitianos (y entre ellos, algunos dominicanos negros) de la línea fronteriza. Esto fue el fruto del miedo infundado en la población sobre la supuesta “invasión pacífica” de los haitianos a la República Dominicana, y el deseo del dictador por blanquear la raza.


    Emilio Rodrigo Demorizzi (1955, 1957), Manuel Arturo Peña Batlle (cit. en Henríquez Gratereaux, 1996) y Joaquín Balaguer (1990) fueron algunos de los intelectuales que desempeñaron un papel fundamental en la construcción de la ideología antihaitiana. De hecho, Balaguer fue el encargado en 1937 de redactar los discursos y conducir la negociación después de la masacre.


    Esa visión ideológica y política del haitiano como el enemigo, el negro o el pobre que lleva su miseria a la República Dominicana se mantiene hoy en un minúsculo grupo que ha logrado establecerse en los sectores de poder desde la época de la dictadura de Trujillo. Su única bandera ha sido infundir el miedo a la población dominicana, a través del mito del interés de Haití en la unión de la isla bajo una misma bandera, o de la supuesta conspiración de las grandes potencias para que el país asuma los problemas de Haití y se fusionen ambos Estados.


    A pesar del racismo que se ha querido infundir en la sociedad dominicana, también se ha creado una doble moral con respecto al haitiano. Los haitianos que muchos dominicanos no quieren ver por las calles, ni en los hospitales, o a quienes se les niegan sus derechos son los mismos que, durante décadas, han aportado su trabajo a la economía nacional, al punto de que prácticamente en todos los sectores de la economía es evidente la presencia de mano de obra haitiana (Cefasa y Cefinosa, 2012). Casi todos los sectores de la economía nacional se han beneficiado de esa mano de obra barata e indocumentada (CDN, 2017) y en múltiples ocasiones son los propios representantes del gobierno quienes, para abaratar costos, promueven el trabajo ilegal. De hecho, el actual presidente del Tribunal Constitucional dominicano, Milton Ray Guevara, antes de convertirse en precursor de la desnacionalización en masa fue representante del Estado dominicano para la contratación de mano de obra haitiana (Vásquez Frías, 2013)[4] para los ingenios azucareros dominicanos en 1978, durante el gobierno de Antonio Guzmán.


    En otras palabras, se puede decir que la economía dominicana no se sustenta sin la contribución de los brazos haitianos. Esa misma gente, que en la República Dominicana es inmigrante ilegal, es la que los diferentes gobiernos han utilizado como mano de obra (Peña, 2013; Yangüela, 2001), a la vez que fomentan una doble moral frente a ella.


    Por su posición de frontera y su diferente desarrollo económico en relación con Haití, la República Dominicana ha sido el destino principal de la migración haitiana. Esta ha sido una migración que, además de voluntaria, se puede considerar como inducida desde ambos lados de la frontera. Esto se aprecia desde la ocupación estadounidense de principios del siglo XX, cuando se promovió la migración de trabajadores temporales para el corte de caña en tierras dominicanas. Los haitianos que llegaron al país durante esos años para trabajar en el sector agrícola azucarero eran recluidos en asentamientos (los bateyes), que se ubicaban alrededor de los cañaverales (Moya Pons, 1986). Allí se crearon pequeñas comunidades de migrantes.


    La contratación de mano de obra haitiana produjo grandes beneficios no solo para el sector cañero dominicano, sino también para el gobierno haitiano, ya que por cada migrante que se contrataba, el gobierno recibía un pago. Es decir, ambos Estados se beneficiaron con el acuerdo; en otras palabras, Haití vendió la fuerza laboral de su pueblo. Muchas veces he escuchado en las manifestaciones de la Unión de Trabajadores Cañeros palabras tan duras como “Haití nos vendió como esclavos para la industria de la República Dominicana”.


    Discriminación racial y nacionalidad


    Hay quienes, en la República Dominicana, no identifican los malos gestos, las palabras despectivas o los insultos proferidos hacia las personas negras que “parecen ser” haitianas como actos de discriminación. A veces, quienes actúan de esta manera no son conscientes de que sus palabras, gestos o actitudes son discriminatorias, y se justifican como si se tratara de algo normal, como si fueran actos de “cariño” o incluso gestos “de confianza”. Por ejemplo, en el lenguaje popular dominicano, moreno, haitiano, o pití suelen emplearse de manera despectiva para referirse a una persona de tez oscura, de nacionalidad o ascendencia haitiana. Ser haitiano en la República Dominicana es, en ocasiones, una ofensa o un insulto, pues se percibe que todo lo malo proviene de Haití, como si ser blanco garantizara bondad y ser negro, lo opuesto.


    Es necesario mencionar la discriminación racial contra los dominicanos y dominicanas de ascendencia haitiana y su estrecha relación con la adquisición de la nacionalidad dominicana, pues este ha sido un problema serio al que se enfrenta esta población. En su informe de 2015 sobre la situación de los derechos humanos en la República Dominicana, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) habla de discriminación estructural e intersectorial contra los dominicanos de ascendencia haitiana en particular, y la población afrodescendiente en general (CIDH, 2015).


    Como parte de la hostilidad contra el haitiano en territorio dominicano, los grupos que han sostenido políticas sobre la base del discurso racista, del miedo y del odio hacia Haití han configurado estrategias políticas para restringir derechos no solo a los haitianos, sino también a sus descendientes. En los últimos diez años se implementaron mecanismos restrictivos a la adquisición de la nacionalidad para los descendientes de inmigrantes haitianos, como por ejemplo una serie de procesos administrativos y jurídicos que los afectan severamente.


    Asimismo, se adoptaron decisiones y políticas que desencadenaron el proceso que hemos denominado la desnacionalización de los dominicanos de ascendencia haitiana, que tuvo su máxima expresión en la Sentencia 168-113 del Tribunal Constitucional dominicano. En esta sentencia se estableció que no tienen la nacionalidad dominicana los hijos e hijas de inmigrantes nacidos en el territorio en condición de irregularidad[5] desde 1929 hasta 2007. Esta decisión fue el paso final de la legitimación a todas esas medidas que, de manera arbitraria, se utilizaron para discriminar y desnacionalizar a una población que representa el 2,7% del total del país. Al parecer, a través del Registro Civil han encontrado la mejor herramienta para limitar el derecho de los hijos de los migrantes y la imposibilidad de que ellos adquieran derechos en territorio dominicano.


    Medidas restrictivas de la nacionalidad a nivel administrativo


    Durante varias décadas se hicieron intentos por promover leyes o medidas restrictivas para los migrantes y sus descendientes, para lograr que los hijos e hijas de migrantes haitianos no pudieran acceder a la nacionalidad. En aquel momento, esas medidas no se materializaron. La figura 1.1 muestra una comunicación al jefe de las Fuerzas Armadas en la que se le sugiere dotar de cédula con la categoría de extranjero en tránsito a las personas contratadas para fines de trabajo temporal.


    


    Figura 1.1. Carta del secretario de Estado de las Fuerzas Armadas
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    Fuente: Fondo Presidencia Palacio Nacional. Sujeto: Bracero Haitianos. Caja 14.453, 1958-1978. Archivo General de la Nación, Santo Domingo.


    Por su parte, la figura 1.2 es una carta de 1969, dirigida al entonces presidente Joaquín Balaguer, donde se alerta del peligro que corre la nación si no se controla la gran cantidad de haitianos en el territorio dominicano. Y, según se lee en esta comunicación, que la situación era aún más grave porque estos estaban procreando con dominicanas, cuyos hijos e hijas serían por derecho nacionales dominicanos, “aumentando así la invasión”. Desde entonces, se ve a los hijos de inmigrantes haitianos como parte de una invasión pacífica a la República Dominicana.


    


    Figura 1.2. Extracto de carta de Manuel de Jesús Estrada Medina, subsecretario de Estado y encargado de la Dirección General de Migración. Mayo de 1969
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    Fuente: Archivo General de la Nación-Santo Domingo, R.D.


    Fue justo durante el gobierno de Leonel Fernández, en 1996, cuando los grupos ultranacionalistas adquirieron mayor poder, ya que formaron parte del gobierno y conquistaron puestos estratégicos en la administración, como en la Dirección General de Migración, en la JCE y la Cancillería o el Ministerio de Relaciones de Exteriores. No desaprovecharon la oportunidad y pusieron en marcha un plan para limitar los derechos de los dominicanos de ascendencia haitiana y restringir más los procedimientos migratorios para aquellos haitianos que pretendieran regularizarse y obtener su residencia legal en el país.


    Desde 1999, varias organizaciones presentaron ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos el caso de la negación de la declaración de nacimiento de dos niñas en la República Dominicana.[6] En 2005 se conoció la sentencia del caso “Yean y Bosico” de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) que condenaba al Estado dominicano por negarles la declaración de nacimiento y la nacionalidad. Posteriormente, el Estado no solo desconoció la sentencia de esta Corte y desacató el fallo de Yean y Bosico, sino que, a través de la JCE, comenzó a implementar medidas administrativas para negar o restringir aún más el acceso a la nacionalidad a los hijos de inmigrantes nacidos en el país.


    En otras palabras, tal vez como represalia, endureció los procesos administrativos. Una de esas medidas fue la Circular 017-2007 de la JCE, que exigía a los oficiales del Registro Civil “examinar minuciosamente las actas de nacimiento al expedir copias o cualquier documento relativo al Registro Civil”. Además, argumenta que “en el pasado fueron instrumentadas actas de forma irregular con padres extranjeros que no han probado su estatus o residencia legal en el país” y, por último, que ante “cualquier irregularidad en los actos indicados los oficiales deban abstenerse de expedir y firmar copias y remitirlos a la cámara administrativa”.


    Dicha circular, tal como está escrita, parecería inofensiva. Sin embargo, se utilizó para negar el acceso a los documentos que nos pertenecían (como los registros de nacimiento) por ser hijos de “inmigrantes irregulares”. Esta medida también causó inquietud al interior de la propia JCE, ya que algunos jueces la consideraron discriminatoria y una extralimitación de poder (Diario Libre, 2008).


    Luego de la Circular 017-2007 se instrumentó la Resolución 12-2007, que ratificaba la circular dentro de un marco administrativo, pues tenía mayor poder que una simple circular. Esta resolución ordenaba lo mismo que la circular, pero con mayores argumentaciones que se aprecian ya en el propio encabezado: “Establecer los procedimientos para la suspensión provisional de las actas del estado civil viciadas o instrumentadas de manera irregular”. La resolución se ampara bajo el discurso de la modernización del Registro Civil dominicano, con programas financiados incluso por el Banco Mundial, especialmente el programa de declaración tardía para reducir el subregistro en el país. La irregularidad de las actas a la que se refiere la Resolución 12-2007 se define por el registro de nacimiento declarado por padres en situación irregular migratoria en el país; es decir, los descendientes de inmigrantes no tendrían derecho ni siquiera a aquellos documentos que ya poseían debido a un pecado de origen.


    Todos esos procesos de modernización o limpieza del Registro Civil no han sido más que instrumentos para restringir a los dominicanos de ascendencia haitiana el acceso a sus derechos de ciudadanía. Según la JCE, esas actas carecen de validez ya que nuestros padres eran inmigrantes ilegales cuando las solicitaron. Pero incluso en caso de que esto fuera cierto, la propia Constitución dominicana (antes de su modificación en 2010) reconocía el derecho a la nacionalidad bajo el principio de jussolis; es decir, se podía obtener la nacionalidad por el solo hecho de nacer en el país. Por esa razón, aunque nuestros padres estuvieran de manera irregular en el país, las leyes nos garantizaban el derecho a la nacionalidad.[7]


    ¿Por qué defender que nuestros padres no son migrantes irregulares en la República Dominicana?


    La mayoría de los padres de los dominicanos de ascendencia haitiana que llegaron a la República Dominicana lo hizo en el contexto de los acuerdos firmados entre los gobiernos desde la época de Trujillo, Balaguer y Guzmán. El 5 de enero de 1952 se firmó un acuerdo sobre contratación de jornaleros temporales entre los presidentes de Haití, Paul Magloire, y de la República Dominicana, Rafael Leonidas Trujillo (Páez Piantini, 2007). Este acuerdo establecía un modo de proceder entre ambos gobiernos y para las empresas que contrataran jornaleros haitianos en cuanto a sus condiciones de permanencia y de trabajo. Los arts. 5 y 6 señalaban:


    


    Art. 5. Dentro de un mes de la llegada de los jornaleros a su destino, las empresas que los han contratado harán diligencias para obtener en su favor el permiso de residencia temporal y la cédula de identidad dominicana, lo mismo que la tarjeta de inscripción en el consulado de Haití de la Jurisdicción. La tarjeta de inscripción contendrá los nombres y apellidos del jornalero tal como figuran en la lista visada en la frontera.


    El empleo por una empresa de un trabajador haitiano que no tenga, dentro de los treinta días de su llegada a la República Dominicana, su cédula de inscripción, será castigado con la multa prevista para el caso del empleo de un extranjero sin permiso de residencia.


    Art. 6. Las empresas deberán enviar al consulado de Haití de su Jurisdicción, por intermedio de la Dirección General de Migración, la lista completa de los jornaleros temporeros haitianos que ellas empleen. Al lado de cada nombre serán mencionados los números de los permisos de residencia, de las cédulas de identidad dominicana y de la tarjeta de inscripción.


    De allí en adelante podemos constatar las obligaciones que mantenía el Estado dominicano a través de las compañías que contrataran jornaleros haitianos. Sin embargo, prácticamente ninguna de las empresas cumplió con sus obligaciones en cuanto a la documentación requerida. En la mayoría de los casos, incluidas las firmas de origen estatal, solo se limitaron a entregarles una ficha de jornaleros.


    Otro acuerdo del 14 de noviembre de 1966 entre el presidente de Haití François Duvalier y su par dominicano Balaguer establecía lo anteriormente citado. Pero, además, en su art. 8 especificaba que


    los trabajadores y sus familias permanecerán en los predios de las empresas durante toda la época de contrato. Todo abandono por un trabajador del sitio indicado en el contrato de trabajo dará lugar a su repatriación inmediata. Se entenderá por abandono la negativa, debidamente constatada, del jornalero a reintegrarse a los campos de la empresa.


    Esto daba pie a la obligatoriedad de los jornaleros a permanecer en los bateyes sin ninguna posibilidad de movilidad. Es importante señalar también que las empresas tampoco cumplieron con la obligación de gestionar el regreso de los jornaleros a su país al final de la zafra, porque les resultaba más barato mantener la mano de obra haitiana en el batey durante el tiempo muerto. Así, contaban con trabajadores que sembrarían o cultivarían la caña por muy poco dinero, sin necesidad de nuevos contratos, de gastos por traslado y ningún otro adicional más que el pago de la quincena. El propio Estado dominicano se benefició de esta práctica de manera directa, pues varios ingenios azucareros le pertenecían y eran administrados por el Consejo Estatal de Azúcar (Vásquez Frías, 2013). Estos ingenios, como muchos otros, contrataron mano de obra haitiana o permitieron que los braceros se quedaran en los bateyes para cuidar y cultivar la caña. Así fue que nuestros padres, que no contaban con los documentos contemplados en los acuerdos, sino solo con la ficha que les daban a su entrada en el país como identificación, pasaron toda su vida en los campos de caña dominicanos. Con ese documento no solo cobraban su sueldo mensual o quincenal; también les descontaban el porcentaje correspondiente a la seguridad social (Pérez, 2010) e incluso registraban allí el nacimiento de sus hijos. Salvo en muy contados casos, esos registros de nacimiento no están viciados por falsedad: son actos del Estado dominicano, revestidos del principio de confianza legítima y presunción de legalidad, ante el cual los funcionarios estatales han querido contraponer la consigna de que somos “dominicanos por error”.


    En años recientes, la nueva Ley de Migración 285-204 ha comparado la problemática de la ilegalidad con la condición de tránsito. Esa nueva interpretación fue ratificada por la Suprema Corte de Justicia en 2005 y se convirtió en uno de los argumentos utilizados en la Sentencia 168-113 del Tribunal Constitucional en 2013. En otras palabras, un inmigrante que no cumpla los requisitos de la República Dominicana está en tránsito sin importar si lleva diez días o veinte años y, por tanto, sus hijos dejan de tener nacionalidad dominicana, retroactivamente hasta 1929, incluso si el Estado mismo los ha documentado.


    La Circular 32-2011: papel sin respaldo


    Recuerdo que, en 2011, después de varias acciones a cargo de las organizaciones a nivel nacional, y con la noticia de que se realizaría una audiencia temática en la CIDH, la JCE, para reducir la presión, emitió la Circular 32-2011, que ordenaba al Estado entregar a los dominicanos de ascendencia haitiana sus actas de nacimiento que habían estado suspendidas.


    El colectivo que mantenía la lucha sintió esto como una victoria. Muchos jóvenes consiguieron su acta de nacimiento, pero fue únicamente eso: el acta. Al intentar obtener cédula de identidad no solo muchos de ellos nunca la recibieron, sino que otros ni siquiera pudieron comenzar a tramitarla. Recuerdo las palabras tristes de mi hermano Isidro: nos habían dado un cheque sin fondos. El fin último (obtener la cédula de identidad) no se logró; la propia JCE, que entregó las actas a través de las oficialías del Estado Civil, negó después la cédula mediante el Departamento de Cedulación.


    El proceso de entrega de actas solo duró tres meses. Pasado ese tiempo, fue casi imposible que un dominicano de ascendencia haitiana volviera a conseguir un extracto de su acta de nacimiento. Así las cosas, desde 2011 se mantuvo una lucha constante para que los jóvenes dominicanos de ascendencia haitiana obtuvieran su acta de nacimiento junto con su cédula de identidad, pues son documentos que les abrirían las puertas a otros derechos fundamentales.


    Durante ese período, el movimiento Reconoci.do continuó denunciando y visibilizando la situación de discriminación que la JCE mantenía contra esta población. Para ello realizó distintas actividades para demostrar a la población dominicana que se trataba de un acto de discriminación y racismo (Europa Press, 2015). Por otro lado, con el movimiento ejercíamos presión para que las autoridades (ya fuera el presidente Danilo Medina o el Congreso nacional) buscaran una solución a nuestro problema (“#VigiliaJCE”, 2013). Por desgracia, nunca nos escucharon; eligieron ignorar nuestros reclamos, e incluso llegaron a decir que nuestras denuncias eran falsas o que nos pagaban las organizaciones internacionales que buscaban dañar al país.


    La Sentencia 168-113 y la desnacionalización retroactiva


    Llevábamos mucho tiempo con los reclamos. Durante todo 2012, Reconoci.do implementó una serie de procesos y acciones de incidencia mensual que permitieron que la lucha fuera ganando visibilidad. Ya para 2013, nos habíamos convertido en referentes a nivel nacional respecto de la problemática de los dominicanos de ascendencia haitiana y cómo nos afectaba la Resolución 12-2007. Nuestros testimonios dieron más fuerza al trabajo que hacían muchas organizaciones.


    A nivel legal, habíamos agotado casi todas las instancias correspondientes; solo nos faltaba la decisión del Tribunal Constitucional (TC), pues era un organismo nuevo que se había creado a partir de la reforma a la Constitución en 2010. Pensábamos que, por la misión que tiene el TC, emitiría una decisión dirigida a proteger los derechos fundamentales consagrados en la Constitución y que, además, por tratarse de un organismo de reciente surgimiento, podía garantizar imparcialidad; pero no lo hizo. Desde antes de conocerse la sentencia, había una gran polarización; algunas personas del grupo ultranacionalista ya conocían el fondo de la decisión e incluso uno de los jueces llegó a decir públicamente que habría una respuesta contundente sobre el caso (Taveras, 2013). Durante varios días solo escuchábamos rumores, alguien cercano me dijo: “Prepárate para lo que viene, pues será fuerte, aprovecha y descansa porque la lucha será larga”.[8] La decisión era un secreto a voces, aunque no se había oficializado todavía. Aun así, el 23 de septiembre fue un día de gran sorpresa y dolor para mí y para muchos dominicanos de ascendencia haitiana; no podía creer que el máximo organismo de protección de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución hubiera tomado una decisión tan nefasta como la Sentencia 168-113. En ella, resolvió que


    Juliana Dequis (o Deguis) Pierre, si bien nació en el territorio nacional, es hija de ciudadanos extranjeros en tránsito, lo cual la priva del derecho al otorgamiento de la nacionalidad dominicana, de acuerdo con la norma prescrita por el art. 11.1 de la Constitución de la República promulgada el veintinueve (29) de noviembre de mil novecientos sesenta y seis (1966), vigente a la fecha de su nacimiento.


    El tribunal ordenó a la JCE emitir el acta de nacimiento de Juliana Dequis a fin de someterlo ante un tribunal competente que determinara su validez o nulidad y actuar de la misma manera con todos los casos similares. Así, a Juliana Dequis se le negó su nacionalidad y su documentación, lo que la convertía en una extranjera en su propia tierra. En su sentencia, el TC ordenó a la Dirección General de Migración que


    otorgue un permiso especial de estadía temporal en el país a la señora Juliana Dequis (o Deguis) Pierre, hasta que el Plan nacional de regularización de los extranjeros ilegales radicados en el país previsto en el art. 151 de la Ley 285-204 de Migración determine las condiciones de regularización de este género de casos.


    Con su decisión, el tribunal dio visos de legalidad a un acto que venía suspendiendo nuestras vidas desde hacía varios años. Institucionalizó la discriminación e instauró la segregación en el Registro Civil al ordenar removernos de él y hacer una lista especial para enviarla a las embajadas del país de origen de nuestros padres. Confieso que fue un momento de profunda crisis para todo el movimiento, y sobre todo para mí. No somos doctores en leyes, ni abogados ni constitucionalistas, pero notamos de inmediato que habían cometido una barbaridad.


    Aunque desde antes de la Sentencia 168-113 habíamos padecido la suspensión de nuestros documentos, la nueva decisión nos colocaba en una situación de mayor vulnerabilidad. No poseer documentos de identidad, debido al modo en que llegaron nuestros padres al país, no solo nos daba pie a la discriminación institucionalizada, sino que además limitaba nuestro acceso a derechos como la igualdad ante la ley, poseer una identidad y una nacionalidad. No tener el acta de nacimiento nos privaba de la cédula de identidad y electoral, y sin esto era imposible conseguir un trabajo digno, por lo que tampoco podíamos acceder a la seguridad social o a un seguro médico.


    A pesar de que no nos reconocían como dominicanos, tampoco podíamos salir del país, pues no poseíamos pasaporte, ni mucho menos tener una cuenta bancaria ni comprar cosas a nuestro nombre. Nuestros hijos no eran reconocidos legalmente como propios pues, sin cédula, el padre o la madre no podía declarar su nacimiento. Asimismo, no podíamos gozar de programas de ayuda o asistencia del Estado para poblaciones vulnerables, pues para todo eso era necesario mostrar un documento de identidad. Además, cualquier funcionario público o privado se sentía con el poder de cuestionar el origen de nuestros apellidos, lo que estaba cargado de morbo.


    Esta lucha para defender mi derecho y el de tantos dominicanos de ascendencia haitiana se ha hecho más largo y espinoso de lo que imaginé. He llegado a dudar de la legitimidad de nuestro reclamo, pues parecería que todo lo que hacemos para avanzar en una dirección se nos vuelve en contra, y acabamos sufriendo más de lo que gozamos de las conquistas. Pero en esos momentos de zozobra recuerdo un pasaje bíblico en el que alguien se preguntaba por qué tienen tanta suerte los malos, y caigo en la cuenta de que no es la primera vez que los que hacen maldad parecen ganar siempre. Entonces, me lleno de esperanzas por ver el día en que logremos la victoria, pues por eso luchamos: para que haya justicia y equidad en el mundo.


    La Ley 169-114 y la naturalización contra la discriminación institucionalizada


    La Ley 169-114[9] fue el resultado de la presión nacional e internacional para buscar una solución a la funesta decisión de la Sentencia 168-113 del TC. Esta ley salió de un acuerdo político y la expresión de un amplio consenso entre diferentes sectores e intereses de la sociedad. Aparece con carácter de emergencia por el Congreso nacional y fue votada por unanimidad. Este fue un consenso que, en todo caso, se construyó con aparente parcialidad, y en el cual las víctimas quedan subordinadas a las consideraciones e intereses de algunos sectores del poder.


    La ley, que –se suponía– resolvería la situación, clasificó en dos grupos al conjunto de los dominicanos de ascendencia haitiana afectados por la Sentencia 168-113, en particular a los nacidos en territorio dominicano de padres haitianos desde 1929 a 2010. Unos conforman el denominado Grupo A, integrado por dominicanos y dominicanas de ascendencia haitiana que fueron oportunamente registrados en el Registro Civil dominicano. Otros son el Grupo B, personas de igual condición que las primeras, pero que no fueron registradas en el Registro Civil.


    Para el primer grupo, la normativa ordenó a la JCE la entrega y restitución de los documentos de identidad (actas de nacimiento y cédula), de manera inmediata y sin trámite administrativo a los afectados por la Sentencia 168-113. Para el segundo grupo, previó la necesidad de emitir un reglamento (el Decreto 250-214) que estableciera los medios de prueba para acreditar el nacimiento en el país. A quienes no se habían registrado en ningún libro se les ofreció un plazo muy corto de noventa días, que luego tuvo que extenderse a ciento ochenta, para registrarse como extranjeros en la oficina del Plan Nacional de Regularización de Extranjeros/as. Menos de diez mil personas se inscribieron; en teoría, mediante este proceso obtendrían un acta de nacimiento de libro de régimen especial y un carnet de residencia: menos de cinco mil obtuvieron estos documentos. Cabe recordar que estas personas debían inscribirse como extranjeras en su país de origen. Así, un integrante del Grupo B debía registrarse, luego adquirir un estatus regular mediante carnet migratorio, con la opción de optar (dos años más tarde) por la nacionalidad dominicana a través de la naturalización ordinaria.


    Por el momento, alrededor de tres mil personas obtuvieron un carnet de residencia permanente y un acta de nacimiento de extranjero. Lo curioso es que cada uno de ellos tiene un carnet que dice que nació en una comunidad de la República Dominicana, pero es de nacionalidad haitiana; es decir, la República Dominicana se ha tomado la facultad de administrar la nacionalidad de otro Estado a través de ese documento. Además, se desconoce cómo será el procedimiento para la naturalización, pues por ahora no se ha establecido ningún mecanismo.


    Para las organizaciones que trabajan en la defensa de los derechos humanos fue una sorpresa que la ley hiciera una división entre los hijos de migrantes declarados con anterioridad y los que no lo estaban. Pero nuestra sorpresa fue mayor, ya que les dieron un documento de extranjeros a personas nacidas en este país, que no conocen otro suelo más que aquel mojado por el sudor y el guarapo de la caña de azúcar que por tanto tiempo cortaron nuestros padres en este país. Hoy, ya no se sabe cuántos tipos de registro civil existen en la República Dominicana, pues con el afán de eliminar a los hijos de migrantes haitianos del registro se elaboró una serie de libros adicionales. En definitiva, se creó un régimen de segregación racial a través del Registro Civil en el que no solo se nos aparta del resto de los dominicanos de los que somos contemporáneos, sino que también estamos separados entre nosotros mismos.


    El Registro Civil como instrumento de segregación racial


    La Sentencia 168-113 del TC ordena en su dispositivo sexto a


    la Junta Central Electoral [que] remita la Lista de extranjeros irregularmente inscritos en el Registro Civil de la República Dominicana al Ministro de Estado de Interior y Policía, que preside el Consejo Nacional de Migración, para que esta última entidad, de acuerdo con el mandato que le otorga el art. 151 de la Ley de Migración nº 285-204, efectúe lo siguiente: (i) Elabore, de acuerdo con el primer párrafo del indicado art. 151, dentro de los noventa (90) días posteriores a la notificación de la presente sentencia, el Plan nacional de regularización de extranjeros ilegales radicados en el país; (ii) Rinda al Poder Ejecutivo, conforme a lo que dispone el segundo párrafo del referido art. 151, un informe general sobre el indicado Plan nacional de regularización de extranjeros ilegales radicados en el país, con sus recomendaciones, dentro del mismo plazo enunciado en el precedente literal a).


    Cuando conocimos la sentencia, muchos nos sentimos conmovidos e incluso luchamos codo a codo contra esa decisión. Se creó un grupo de intelectuales y personalidades bajo el nombre de Comité de Solidaridad con los Desnacionalizados, pero después de emitida la Ley 169-114, muchos de los que nos apoyaban pensaron equivocadamente que el problema se había resuelto. Incluso se hizo más difícil explicar que en realidad no se había solucionado nada, que aún seguimos en una especie de limbo, pues no nos sentimos seguros con nuestro documento, y que tenemos razones de sobra para no estarlo.


    El Libro de Transcripciones es la razón más grande por la que los hijos de inmigrantes haitianos no podemos quedarnos tranquillos, ya que fue instrumentado después de la Ley 169-114, y fue la interpretación que el entonces presidente de la JCE, Roberto Rosario, le dio a la presente ley, a pesar de que esta no ordenaba crear un nuevo registro, sino que obligaba a devolver a los libros debidos nuestras inscripciones. Y esto se hizo con absoluta impunidad. Es importante recordar que esta ley fue un acuerdo político entre sectores de poder, por lo cual aquí no se reflejan los derechos adquiridos de los dominicanos de ascendencia haitiana. Se trató de una salida para que el país se liberara de la presión internacional más que para resarcir realmente nuestros derechos vulnerados por el TC.


    Para el Grupo A, la Ley 169-114 establecía lo siguiente:


    


    Art. 1. Objeto. Esta ley tiene por objeto exclusivo establecer: a) un régimen especial en beneficio de hijos de padres y madres extranjeros no residentes nacidos en el territorio nacional durante el período comprendido entre el 16 de junio de 1929 al 18 de abril de 2007 inscritos en los libros del Registro Civil dominicano sobre la base de documentos no reconocidos por las normas vigentes para esos fines al momento de la inscripción; y b) el registro de hijos de padres extranjeros en situación irregular nacidos en la República Dominicana y que no figuran inscritos en el Registro Civil.


    Art. 2. Regularización. La Junta Central Electoral procederá a regularizar y/o transcribir en los Libros del Registro Civil, libre de todo trámite administrativo a cargo de los beneficiarios, las actas de las personas que se encuentren en la situación establecida en el literal a) del artículo anterior. Subsanada la referida irregularidad en virtud de esta ley, la Junta Central Electoral los acreditará como nacionales dominicanos.


    Cuando se dio a conocer la propuesta de la ley, fue muy difícil para nosotros entender el término transcribir. Sentíamos que podría ser una trampa y efectivamente lo fue. Los creadores de la ley nos dijeron que se buscaba regularizar a todos aquellos que la JCE había sacado del Registro Civil y que con este artículo se los regresaría a su libro normal. Sin embargo, la interpretación que ha hecho la JCE de ese mismo artículo es que nosotros no éramos dominicanos, sino que lo somos en virtud de la presente Ley 169-114; y por lo tanto era necesario transcribir nuestra acta de nacimiento para convertirnos en dominicanos, como si antes no lo hubiéramos sido. Esa transcripción, además, debía hacerse en un libro especial.


    La consecuencia jurídica de esta interpretación acaba de ser aplicada en la sentencia que afecta a Juliana Dequis, cuya acta de nacimiento fue anulada por la JCE. En esa sentencia, el Estado dominicano concluye, de manera categórica, que la compatriota Dequis (y, en consecuencia, todos nosotros) es una dominicana por naturalización, no por nacimiento, y lo es a raíz de la Ley 169-114. Es decir, aquella interpretación ha logrado validez jurídica y nos despoja de más derechos fundamentales (como el de elegir y ser elegidos), solo que ahora cuenta con precedentes judiciales.


    La simple lectura de estos fundamentos me llena de indignación. ¿Cómo puede decir la JCE que no somos dominicanos, si así nos sentimos desde el nacimiento? ¿Por qué la JCE sostiene que el registro que teníamos no era válido si ellos mismos fueron quienes lo instrumentaron cuando nuestros padres acudieron a registrarnos? ¿Cómo un tribunal de la república puede convalidar esta aberración en una sentencia de nulidad de acta? Recuerdo que mi padre decía, en una entrevista, que él no tenía una oficialía del estado civil, que tampoco le puso una pistola a nadie para declarar a sus hijos, que no sobornó; y aun así el presidente de la JCE podía decir que nuestros documentos no eran válidos.


    A pesar de la interpretación de los juristas que redactaron la ley, el presidente de la JCE hizo la suya y no emitió un solo documento hasta tanto este no fuera auditado, regularizado, aprobado, transcrito y escaneado. Parece un juego de palabras, pero es el proceso que atraviesa cada persona afectada. Ahora bien, el art. 3 de la Ley 169-114 creó un problema adicional para muchos de nosotros y dio lugar a una de las luchas que he tenido que librar:


    Excepción. Quedan excluidos del beneficio de lo dispuesto en los artículos anteriores los registros instrumentados con falsedad de datos, suplantación de identidad, o cualquier otro hecho que configure el delito de falsedad en escritura pública, siempre y cuando el hecho le sea imputable directamente al beneficiario.


    Desde 2011 estoy en un proceso judicial para obtener mi acta de nacimiento. En aquel momento interpusimos una acción de amparo y el juez falló a nuestro favor, ordenando a la JCE la entrega inmediata de mi acta de nacimiento. La JCE desacató la decisión del juez, pues no me la entregó. Pasados cinco meses, la JCE demandó en nulidad mi acta de nacimiento y luego recurrió en casación de la sentencia del juez. Nueve meses después, la Suprema Corte de Justicia emitió una resolución para que me fuera entregada el acta de nacimiento pese a los recursos legales que hubiera en mi contra. Así, a finales de 2012 obtuve el acta y logré entrar a la universidad. Sin embargo, la JCE continuó con el proceso en lo que ya parece una persecución obstinada. Mi reclamo comenzó antes de que se emitiera la Sentencia 168-113 del TC. En 2015, un grupo de veintitrés jóvenes (que no conozco y en el que no estaba incluida) interpuso una querella contra el entonces presidente de la JCE y dos jueces más por violación de sus derechos humanos. El presidente, en rueda de prensa, en vez de referirse a ese grupo, lo hizo solo al caso de Ana Belique; y acusó a mis padres de haber registrado mi nacimiento de forma irregular, mediante un documento que no les correspondía. Yo respondí públicamente a sus acusaciones sobre mi caso y mis padres (Hoy, 2015). Entre otras cosas, dije:


    Lo que ha dicho ayer sobre mi caso personal Roberto Rosario Márquez (que no tiene nada que ver con esa querella) es falso. Mis padres nunca dijeron que eran dominicanos en el momento de declarar mi nacimiento. Mis padres son haitianos, y así me declararon. Como no estaban en tránsito, sino que vivían permanentemente en este país, fui declarada como dominicana de acuerdo con la Constitución de ese momento, y por eso se me expidió un acta de nacimiento con la que luego obtuve mi cédula de identidad.


    Dos semanas después de esa publicación, recibí la notificación de la audiencia del caso que yo tenía pendiente desde 2012, que fue una clara represalia. Entre 2015 y 2016 se realizaron tres audiencias. La última tuvo lugar en febrero de 2016; y en agosto de ese año se emitió la sentencia, que se me notificó en enero de 2017. Menciono esto para poder analizar las consecuencias del art. 3 de la Ley 169-114. Allí dice que quedaban excluidos de los beneficios de la ley los actos que hayan sido instrumentados en falsedad siempre y cuando le sean imputados directamente a la persona. En la sentencia del tribunal se me imputó una falsedad que de ninguna manera pude cometer, pues cuando fue instrumentado mi registro yo tenía menos de un mes de vida. En ese sentido, el juez no aplicó la decisión en mi beneficio, como ha sucedido en otros casos.


    Gané la apelación de la sentencia en 2018, y el tribunal reconoció la validez de mi acta de nacimiento original, pero la JCE ha recurrido una vez más en casación de la sentencia de apelación de 2018. Por último, otro asunto importante se observa en el art. 4 de la ley. Este señala que


    La Junta Central Electoral dispondrá que las personas beneficiarias de este régimen especial, a las que en el pasado se les haya expedido cédulas de identidad y electoral, sean dotadas del mismo documento con su numeración anterior, y a los que no hayan tenido este documento, se les otorgará.


    Este es otro de los artículos que tampoco se cumplió, pues cada vez que una persona dominicana de ascendencia haitiana se acerca a buscar su cédula de identidad y electoral, la JCE la somete a un largo proceso de entrevistas, solicitud de pruebas documentales, entrevistas a la madre, demostrar los documentos de los padres, madres, abuelos, de la escuela, etc. Es decir, algo que debería ser sencillo y rápido se convierte en un trámite totalmente burocrático y administrativo que retrasa la entrega de los documentos a los solicitantes.


    Los dominicanos Grupo A y las transcripciones en el Registro Civil


    Como mencioné, la transcripción de los dominicanos de ascendencia haitiana al nuevo libro de registro es una de las cuestiones que más nos preocupa respecto de las diversas problemáticas referidas a la nacionalidad de los que ya tenían actas de nacimiento, pues dicho libro no está amparado por la Ley 659 del 17 de julio de 1944 sobre actos del Registro Civil, sino que funciona como una suerte de apartheid. Ya no figuramos allí junto a los dominicanos que no tienen ascendencia haitiana; este es un libro exclusivo para quienes la tenemos.


    La interpretación que hizo Rosario, el expresidente de la JCE, era que aquellos que tenían ascendencia haitiana no eran dominicanos por derecho, y él entendía que no les correspondía tener el primer registro. Dispuso la creación del libro de extranjería, lo que significó que casi a ningún dominicano de ascendencia haitiana se le entregara el acta sin antes estar transcrito allí; y yo, al igual que muchos compañeros de ascendencia haitiana, estoy inscrita en el libro ordinario de registro civil dominicano. Lo que se pretende con toda la trama de las demandas en nulidad y las diversas sentencias es sacarme de ese registro y colocarme en el libro de transcripciones.


    Naturalmente, este libro se utilizaba para registrar a los hijos e hijas de dominicanos nacidos en el exterior y que optaran por la doble nacionalidad, pues no se les crea un registro nuevo, sino que a partir del documento de origen (el acta de nacimiento de su país de procedencia) se registran sus datos en el libro de transcripción. Sin embargo, en nuestro caso cabría la pregunta ¿de qué país procedemos? La JCE nos otorgó la primer acta, y al mismo tiempo pretende instrumentar para nosotros una segunda, que nos aparta del resto de los dominicanos; entonces, ¿de dónde somos?


    Como mencioné, en esto se pone en juego el elemento de las limitaciones que podría tener un dominicano de ascendencia haitiana en un futuro próximo por tener un acta de transcripción. Cabe preguntarse si podremos gozar de todos los derechos civiles y políticos como los demás dominicanos. Es una de las cuestiones que constantemente nos preocupa y de la que no tenemos una solución clara en el corto plazo. Con el tiempo, descubriremos las limitaciones en la participación política; lo que sí sabemos es que ahora nos sentimos como ciudadanos de segunda categoría. No somos como el resto de los dominicanos. Como lo sugiere la Ley 169-114, somos dominicanos por error.


    Todos esos elementos son los que nos permiten afirmar que no solo estamos en un limbo legal; también padecemos un estado de inseguridad jurídica, pues las leyes se ajustan de acuerdo con los intereses de los sectores del poder. Además, en cuestiones tan básicas como los derechos humanos o el derecho a la nacionalidad, se ha hecho todo lo posible para que las interpretaciones jurídicas y legales restrinjan el goce de los derechos de los dominicanos de ascendencia haitiana, lo que hace imposible que tengamos las mismas posibilidades que cualquier otro dominicano.


    La mejor solución que tiene este problema es el reconocimiento puro y simple de los derechos que tienen los dominicanos de ascendencia haitiana nacidos en el país antes de la modificación de la Constitución de 2010, sin importar que hayan sido o no registrados. Entiendo que, por el simple hecho de nacer en el país, los individuos adquieren ciertos derechos o un estatus que debe ser diferente al de cualquier otro inmigrante. Es necesario tener en cuenta que estas personas acaso harán su vida y estudiarán allí, y adquirirán las expresiones culturales de un nacional; incluso tal vez nunca salgan del país.


    Conclusión


    Antes de la Ley de Migración de 2004, ya era difícil para un hijo de haitianos obtener la nacionalidad por las trabas y dilaciones a las que lo sometía la oficina del estado civil. La Ley General de Migración vigente hasta el 16 de agosto de 2004 consideraba extranjero en tránsito a quienes permanecían en el territorio nacional por menos de diez días. Sin embargo, la actual Ley 285-204 sobre Migración, en su art. 28, estableció un libro de extranjería para registrar a todos los niños y niñas que nacieron de madres extranjeras en la República Dominicana. Esta disposición dio por hecho que todos los hijos e hijas de personas extranjeras, sobre todo de padres sin documentos legales para residir en el país, no eran dominicanos, pues declaraba que sus padres estaban “en tránsito”, sin importar su tiempo de residencia en el país. Por eso, desde 2004, para los hijos e hijas de padres haitianos indocumentados es prácticamente imposible declararse dominicanos.


    Uno de los elementos más preocupantes de la Ley de Migración de 2004, que incluyó el libro de extranjería, es que no se sabe cuál es el procedimiento para que los inscritos accedan a la nacionalidad dominicana. El art. 18 de la Constitución de 2010 establece que


    son dominicanos: 1) Los hijos e hijas de madre o padre dominicanos; 2) Quienes gocen de la nacionalidad dominicana antes de la entrada en vigencia de esta Constitución; 3) Las personas nacidas en territorio nacional, con excepción de los hijos e hijas de extranjeros miembros de legaciones diplomáticas y consulares, de extranjeros que se hallen en tránsito o residan ilegalmente en territorio dominicano. Se considera en tránsito a toda extranjera o extranjero definido como tal en las leyes dominicanas.


    Para negar la nacionalidad a los hijos de haitianos que ya eran dominicanos, se permitió una interpretación retroactiva tanto de la Ley de Migración 285-204 como de la Constitución de 2010, extendiendo su validez hasta 1929, lo que viola el principio de irretroactividad de las leyes. Con esto, a los nacidos antes de 2010 se les hace casi imposible declararse como dominicanos, si no lo habían hecho antes.


    Como alguien que cree en la democracia, el Estado de derecho y el imperio de la ley, entiendo la vigencia de la modificación constitucional de 2010 siempre y cuando se aplique hacia el futuro, y no de manera retroactiva como hasta el momento. Además, debería ir acompañada de mecanismos claros sobre qué pasará con la persona nacida y registrada en el país, cómo puede gozar de una vida plena a pesar de no tener la nacionalidad y establecer procedimientos claros sobre cómo estas personas podrían obtener la ciudadanía dominicana.


    El Estado dominicano debe producir mecanismos claros para la adquisición de la nacionalidad de los hijos de migrantes nacidos en la República Dominicana. Nuestros gobernantes deberían reconsiderar las diferentes medidas que han limitado los derechos al goce de la nacionalidad y la ciudadanía de los dominicanos de ascendencia haitiana y resolver la situación de todos aquellos que han pasado por las distintas fases de la desnacionalización, a fin de que recuperen su derecho a poseer un documento válido y la nacionalidad del país. Para aquellos que nunca han tenido ningún tipo de documento, pero que han nacido en el país, es un deber del Estado ofrecer una solución para que puedan acceder a sus derechos, sin ningún perjuicio o degradación de su condición de dominicano/a. Además, debería establecer un procedimiento para que las personas inscritas en el libro de extranjería, y que nacieron después de la modificación constitucional de 2010, puedan obtener la nacionalidad dominicana cumplidos los 18 años. El Estado dominicano debe promover acciones afirmativas para resarcir todo el daño que ha causado en la vida de los dominicanos de ascendencia haitiana.


    El papel de las organizaciones es asumir el compromiso de elaborar estrategias para visibilizar aún más la realidad que viven los dominicanos de ascendencia haitiana, sobre todo aquellos que nunca han tenido ninguna documentación. Asimismo, nos corresponde impulsar discusiones a nivel nacional para que las autoridades entiendan la situación de apátrida en la que se ha colocado a miles de personas que han nacido en el país.


    Por último, la desnacionalización tiene un impacto no solo en la vida de las personas afectadas, sino también en la sociedad dominicana en general. Por lo tanto, se debe abordar desde la perspectiva de los derechos sociales, económicos y culturales, de manera que toda la sociedad se sienta interpelada. Los afectados necesitamos reforzar los métodos de lucha para la restitución de la nacionalidad o implementar nuevos, más contundentes y sistemáticos, y promover espacios de reflexión sobre la lucha y la identidad de los dominicanos de ascendencia haitiana.
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        [1] Territorio agrícola utilizado para el cultivo de la caña de azúcar. Es también la comunidad donde habitan los jornaleros que trabajan en la industria azucarera.

      


      
        [2] También llamados “congos”, como se denominaba a las personas recién llegadas al batey desde Haití, que se emplean en el corte de la caña. Es un término despectivo utilizado entre los propios jornaleros. Los viejos son los que tienen mayor experiencia en la tarea; provienen de Haití, pero llevan varias zafras en el corte.

      


      
        [3] Véase <www.reconoci.do>.

      


      
        [4] El acuerdo estipulaba que el Estado dominicano reclutaría quince mil jornaleros y los transportaría para utilizarlos en la zafra 1978-1979.

      


      
        [5] Las leyes dominicanas consideran que un inmigrante está en condición de irregularidad cuando su situación no está amparada bajo sus leyes de migración, cuando es indocumentada, si ingresó al país de manera ilegal, con documentos falsos, o si pasado determinado plazo no renovó sus papeles y acabó en una situación de ilegalidad.

      


      
        [6] Caso de las niñas “Yean y Bosico c. República Dominicana”, 8 de septiembre de 2005. Disponible en <www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/ seriec_130_esp.pdf>.

      


      
        [7] La Constitución dominicana vigente hasta enero de 2010 establecía en su art. 11 que “son dominicanos/as todas las personas que nacieren en territorio de la República Dominicana con excepción de los hijos legítimos de extranjeros residentes en el país en representación diplomática o los que están de tránsito en él”.

      


      
        [8] Conversación personal con el Padre Mario Serrano, agosto de 2013.

      


      
        [9] Esta ley establece un régimen especial para personas nacidas en el territorio nacional incluidas irregularmente en el Registro Civil dominicano, y habla sobre naturalización.

      

    

  

OEBPS/Images/1.2.jpg
“DIRECCION GENERAL DE MIGRAGION.
/ T santo Dontngo, D. 5. /

19 MEMORANDUM #

N :  8u Bxcelencia
Doctor Joaquin Balaguer,
Hongrable Sefior Frosideate de la
Repblica, ~ SU DSSPACHO-
PALACTO NAGIONAL.—

Asunto 1 Exposicibn sobre ol grave problema que
goasions a1 pafs la gran cantided do
Baitianos existente en muestro errito
rio. =2

1.- Bl susorito considera su deber, no tan solo
como funcionario, sino quo también en su condlcifn de domi
nicano, exponerle muy Tespetuosamente a su Excelencia, e1=

ave problema que confronta el pals ante la gran cantidsd
fo nacionales haitianos, que do Zanera pasiva han invadido
puede decirse masivaments, muostro territorio, y 1o que es
peor afn, procreando hijos con mujeres dominicanai =
por el hecho de haber nacido aquf, son dominicanos, )z: -
Sualos se ven sumendo en forma alarmante s esa invisién, ¥
constituyendo por ende, una real y positiva nmu-n
nuestra nacionalidad, {l que con el devenir de los 01
7o enorme aficleo do faitianos (se caleulan unos 250,000'en

ctualidad), acrecentarh por el mOtivo apuntado anti

Tiormente su m'l{;}n t6 muy lejos el dia en que su
cantidad r::dnrl ;: 118n, -Lmau:‘-n- ‘Bl’ﬂo no ser -
frensda a tiempo do alghn Bodo, Sonstivuye Tepito, una
dadera amenaza a nuestra nacionalidsd, e inclusive a n':é
£wridad propia del pais y del Eatado,






OEBPS/Images/cover.jpg
César l

Rodriguez
Garavito .

coordinador !






OEBPS/Images/1.1.jpg
OFICINA DEL JEFE DE ISTADO MAYOR

40 o€ ouarcs
-

a 1 Secretaria de Cataco de Lon Funricn s

e ¢ Remtatbn de documenson du saemtiricacit ex-

2. Fue resvelto oue 1o dunte Gentral Clectoral de
acuesdo con 10 Sirecetin Gencral ce 1o Chiula ce. Tentificacion

onsk y Lo Direceite Gencr de Mioraciins prepors un oroyec
e o ey on” 81 Gusl se ceciarencond extrekseros on Srbneido 3
Lan perainas oriunise oo stros pnises cur medionis coiraies Sor
eriiveece, Srabetas seon sratdne ok pekay mieatrss aire 1e vie
sy gicha itfsion 1o Gl moificurs skl aria:
foaleyen e Chauta v visrsclén wm eate sapecioy evitmnso o
1" expesicitn ce Socuaentos e permmwncis en ol ufa s peric-
s e oiaments ‘Viinen o cumplir Con un Contrato oe travess
Lemoatexos €1 cunl una waz finmiiiedas cemn Fetormar 3 50 o
e ariomns

wre oo Grigee, Eate

Noa.






OEBPS/Images/marca.png





OEBPS/Images/dejus.png
Dejusticia

darechs s sociednd





